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DICTAMEN SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO FORAL QUE APRUEBA LA MODIFICACIÓN DEL DECRETO FORAL 111/2008, DE 23 DE DICIEMBRE, QUE REGULA LA OBLIGACIÓN DE INFORMAR SOBRE CUENTAS, OPERACIONES Y ACTIVOS FINANCIEROS, ASÍ COMO SOBRE BIENES Y DERECHOS SITUADOS EN EL EXTRANJERO, Y LA DEL DECRETO FORAL 40/2014, DEL CONSEJO DE DIPUTADOS DE 1 DE AGOSTO, QUE APRUEBA EL REGLAMENTO DEL IRPF (SESIÓN 23.ABRIL.2026)
I.-ANTECEDENTES DE HECHO

La Diputada Foral del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos solicita, mediante escrito de fecha 23 de marzo de 2026, la emisión de dictamen preceptivo y no vinculante sobre el proyecto de Decreto Foral que aprueba la modificación del Decreto Foral 111/2008, de 23 de diciembre, que regula la obligación de informar sobre cuentas, operaciones y activos financieros, así como sobre bienes y derechos situados en el extranjero, y la del Decreto Foral 40/2014, del Consejo de Diputados de 1 de agosto, que aprueba el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

El objeto del presente proyecto normativo es alinear la normativa tributaria con la de prevención del blanqueo de capitales, así como atender a la creciente importancia que están teniendo los sistemas de pago realizados por los nuevos sistemas y medios electrónicos, para facilitar un efectivo intercambio de información acorde a las nuevas obligaciones de información reguladas en este ámbito en Territorio común.

Se modifican las siguientes disposiciones normativas:

- Decreto Foral 111/2008, de 23 de diciembre, que regula la obligación de informar sobre cuentas, operaciones y activos financieros, así como sobre bienes y derechos situados en el extranjero.

- Decreto Foral 40/2014, del Consejo de Diputados de 1 de agosto, que aprueba el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

A la petición del dictamen se acompaña la documentación que a continuación se detalla:

1. Proyecto de Decreto Foral.

2. Orden Foral 108/2026, de 3 de marzo, de inicio de procedimiento.

3. Informe económico emitido por el del Servicio de Gestión de Ingresos Fiscales.

4. Informe de impacto normativo abreviado emitido por el Servicio de Normativa Tributaria.

5. Informe de impacto de género emitido por el Servicio de Normativa Tributaria.

6. Trámite de verificación del Servicio de Igualdad de la Diputación Foral de Álava.

7. Trámite de audiencia.

8. Consulta pública previa.

II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS

1.- Título Competencial y habilitación normativa.

1.1. Competencia del Territorio Histórico de Álava.
La Disposición Adicional Primera de la Constitución Española establece que la Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales. La actualización general de dicho régimen foral se llevará a cabo, en su caso, en el marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía.

A su vez, el Estatuto de Autonomía del País Vasco, en su artículo 41.2.a), señala que las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, el régimen tributario, atendiendo a la estructura general impositiva del Estado, a las normas que para la coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado se contengan en el propio Concierto, y las que dicte el Parlamento Vasco para idénticas finalidades dentro de la Comunidad Autónoma.

Por su parte, la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco, dispone en su artículo 1 que las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, su régimen tributario.

1.2. Competencia de la Diputación Foral de Álava.
El artículo 15 de la Norma Foral de 7 de marzo de 1983, sobre organización institucional del Territorio Histórico de Álava, establece que corresponde a la Diputación Foral, como órgano colegiado, ejercitar la potestad reglamentaria con arreglo a la ley y ejercer la potestad normativa y de desarrollo normativo de conformidad con las leyes de la Comunidad Autónoma o del Estado, y en los supuestos de delegación por las Juntas Generales previstos en la normativa foral.

Por su parte, el artículo 7.2 de la Norma Foral 10/2023, de 15 de marzo, de Gobierno, Organización y Régimen Jurídico de la Diputación Foral de Álava, establece que, en el ejercicio de la potestad reglamentaria, corresponde al Consejo de Gobierno Foral aprobar, mediante decretos forales, reglamentos de ejecución y desarrollo de las normas forales.

El artículo 4.1 de la Norma Foral General Tributaria de Álava atribuye a la Diputación Foral de Álava la potestad reglamentaria para el desarrollo de las normas tributarias, sin perjuicio de las facultades que corresponden a las Entidades Locales en relación con los tributos locales.

2.- Dictamen preceptivo de la Comisión Consultiva.

El art. 3.1 del Decreto Foral 40/1999, del Consejo de Gobierno Foral de 30 marzo, por el que se crea la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava y se aprueba su Reglamento Orgánico, dispone que la Comisión Consultiva emitirá dictamen preceptivo en relación con los proyectos de disposiciones reglamentarias que se dicten en ejecución de las Normas Forales que regulen materias de la competencia exclusiva o de desarrollo normativo del Territorio Histórico, o en ejecución de las Leyes de la Comunidad Autónoma en aquellas materias en que compete al Territorio Histórico el desarrollo reglamentario de las mismas.

3. Procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general.

3.1. Normativa aplicable.
El Decreto Foral 6/2023, del Consejo de Gobierno Foral de 28 de febrero, aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general de la Diputación Foral de Álava (BOTHA n.º 28, de 8 de marzo de 2023). Su disposición final señala que el mismo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el BOTHA.

El procedimiento de elaboración del proyecto sometido a dictamen se inició mediante la Orden Foral 108/2026, de 3 de marzo, de la Segunda teniente de Diputado General y Diputada Foral del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos, por lo que le será de aplicación el aludido Decreto Foral conforme a su disposición final. 

3.2. Plan anual normativo.
Dispone el artículo 4 del Decreto Foral 6/2023, de 28 de febrero que, en el último trimestre de cada año, la Diputación Foral de Álava aprobará un Plan Anual Normativo que incluirá las iniciativas normativas que tenga previsto proponer para su aprobación durante el ejercicio anual siguiente. En caso de que se promueva, por el órgano competente, una propuesta normativa que no figure en el Plan Anual Normativo, se deberá justificar la urgencia o la necesidad de tal regulación en la resolución de incoación del procedimiento de elaboración de la disposición.

Revisado el Plan Anual Normativo del año 2026 se constata que la presente iniciativa normativa no está prevista en dicho Plan, pero, tal y como se indica en la Orden Foral 108/2026, de 3 de marzo, de la Segunda teniente de Diputado General y Diputada Foral del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos, por la que se incoa el procedimiento de elaboración del decreto proyectado, es necesaria su tramitación para propiciar un efectivo intercambio de información acorde a las nuevas obligaciones de información reguladas en territorio común.
3.3. Principios de buena regulación.
El preámbulo del proyecto justifica su adecuación a los principios de buena regulación regulados en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante, LPACAP), y en el artículo 3 del Decreto Foral 6/2023, de 28 de febrero, del Consejo de Gobierno Foral, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general de la Diputación Foral de Álava.

En lo que se refiere a los principios de necesidad y eficacia, se trata de una norma necesaria para la actualización y modificación del decreto que regula la obligación de informar sobre cuentas, operaciones y activos financieros, así como sobre bienes y derechos situados en el extranjero.
3.4. Consulta pública previa y audiencia e información pública.
La Orden Foral 108/2026, de 3 de marzo, de incoación del procedimiento, así como el informe de impacto normativo, de 23 de marzo de 2026, dan cuenta de la realización del trámite de consulta pública previa a través de la web de la Diputación Foral de Álava de 10 días hábiles, que no ha sido objeto de aportaciones. Asimismo, consta en el expediente que el proyecto ha sido sometido al trámite de audiencia e información pública durante un periodo de 10 días hábiles sin que se hayan producido alegaciones.

3.5. Informes y trámites preceptivos.
Constan en el expediente los trámites e informes procedentes conforme al Decreto Foral 6/2023, de 28 de febrero: (i) informe de impacto normativo; (ii) informe económico; (iii) informe de impacto en función del género, (iv) y trámite de verificación de la adecuación del procedimiento a la normativa aplicable en materia de igualdad de mujeres y hombres.

En relación con el informe de impacto normativo obrante en el expediente, esta Comisión Consultiva entiende que el mismo, en lo que respecta al análisis jurídico, no cumplimenta adecuadamente lo establecido en la Guía para la elaboración del informe de impacto normativo aprobada como anexo II por el Decreto Foral 29/2017, de 23 de mayo, teniendo en cuenta que las Guías aprobadas por esta norma reglamentaria mantienen su vigencia en los términos establecidos en el apartado 2º de la disposición transitoria del Decreto Foral 6/2023.

Debe subrayarse que las propuestas de disposiciones de carácter general que se formulan para su aprobación han de venir técnicamente sustentadas en los informes obrantes en el expediente, particularmente en el informe de impacto normativo en lo que se refiere al aspecto técnico-jurídico. Y también que no es función de la Comisión Consultiva fundamentar desde el punto de vista jurídico las propuestas, ni suplir las deficiencias de los informes que preceptivamente y con un contenido mínimamente suficiente deben figurar en el expediente, sino comprobar y revisar lo actuado por el departamento proponente a fin de asegurar, tanto en el fondo como en la forma, su adecuación al ordenamiento jurídico.
Pues bien, teniendo en cuenta las anteriores consideraciones, la Comisión Consultiva entiende que el análisis jurídico que se contiene en el informe de impacto normativo obrante en el expediente presenta deficiencias en lo que respecta al “Fundamento jurídico del texto normativo propuesto”, la “Justificación del rango que se propone para la disposición”, la “Incidencia en el ordenamiento vigente” o el examen del “Derecho comparado”, entre otros puntos, por lo que no puede entenderse cumplimentado lo exigido por el Decreto Foral 6/2023 en lo que respecta al informe de impacto normativo como trámite preceptivo.

3.6. Plazo para la tramitación del procedimiento.
Conforme al artículo 24.2 del Decreto Foral 6/2023, del Consejo de Gobierno Foral de 28 de febrero, ultimada la tramitación de los proyectos de disposiciones normativas, éstos se someterán al órgano competente para, en su caso, su aprobación en el plazo de ocho meses desde que se inició el procedimiento. 

El presente procedimiento se inició por Orden Foral 108/2026, de 3 de marzo, de la Segunda teniente de Diputado General y Diputada Foral del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos, no habiendo transcurrido aún el plazo descrito. 

III.-DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

La parte sustantiva de este Decreto Foral se articula en dos artículos.

En el artículo 1 se modifica el Decreto Foral 111/2008, de 23 de diciembre, que regula la obligación de informar sobre cuentas, operaciones y activos financieros.

En el artículo 2 se modifica del Decreto Foral 40/2014, de 1 de agosto, que aprueba el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

Asimismo, se incluye una disposición final única que fija su entrada en vigor al día siguiente al de su publicación en el BOTHA, y establece que será de aplicación por primera vez para las declaraciones informativas correspondientes al año 2026.

IV.-ANÁLISIS DEL CONTENIDO DEL PROYECTO

Este Decreto Foral se dicta en ejercicio de las habilitaciones reglamentarias establecidas en el artículo 90 y en el apartado 3 del artículo 29 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria.

La armonización normativa acometida por la Unión Europea en relación con los servicios financieros ha provocado la incorporación al sistema económico nacional de nuevos servicios y modalidades de pago, junto con nuevos agentes que, con apoyo en los sistemas digitales y tecnologías de la comunicación, ofrecen estos nuevos servicios en territorio nacional. 

La adaptación a esta nueva realidad ha determinado la inclusión de las entidades de pago y entidades de dinero electrónico en el ámbito subjetivo de aplicación de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención de blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo. 
Resulta necesario, con objeto de alinear la normativa tributaria con la de prevención de blanqueo de capitales, revisar el actual ámbito subjetivo y objetivo de los artículos 2, 3 y 3 bis del Decreto Foral 111/2008, de 23 de diciembre, que regula la obligación de informar sobre cuentas, operaciones y activos financieros. Asimismo, debido a la importancia que están cobrando los sistemas de pago y de disposición de fondos mediante todo tipo de tarjetas, y con la finalidad de atender a las necesidades de investigación del fraude fiscal y el correcto cumplimiento de las obligaciones fiscales, se introduce un nuevo artículo 3 ter en el Decreto Foral 111/2008, de 23 de diciembre.

En base a lo anterior, y con el fin de lograr un efectivo intercambio de información de acuerdo con las nuevas obligaciones de información reguladas en territorio común, en el artículo 1 del proyecto normativo se modifican los artículos 2, 3, 3 bis citados, y se añade un nuevo artículo 3 ter. 
Las obligaciones de suministro de información han sido objeto de ampliación en un doble sentido:

· Primero, para añadir entre los obligados a las entidades de pago y las entidades de dinero electrónico, así como a las entidades financieras extranjeras que operen en España en régimen de establecimiento o en régimen de libre prestación de servicios.
· Segundo, ampliándose su ámbito objetivo para incluir nuevos servicios y modalidades de utilización de sistemas de pago, de manera que se modifica el artículo 2 incluyendo expresamente las cuentas de pago y se reformula el artículo 3 bis para incluir cualesquiera tipos de tarjetas, así como los sistemas de cobro asociados a un número de teléfono móvil. Además, se modifica la periodicidad de la información a suministrar en los artículos 2 y 3 bis, que pasa de ser anual a mensual, desapareciendo el umbral anual neto establecido en el artículo 3 bis. 
Por otra parte, en el artículo 3 ter se añade una obligación de información anual para los emisores de todo tipo de tarjetas, y relativa a las operaciones realizadas mediante todo tipo de tarjetas en soporte físico o virtual que ofrezcan funciones de efectivo, débito, débito diferido, crédito y dinero electrónico en cualquier moneda.

Finalmente, mediante el artículo 2 del proyecto normativo, se deja sin contenido el apartado 5º del artículo 123 del Decreto Foral 40/2014, de 1 de agosto, que aprueba el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, que establecía una obligación de suministro de información anual, por resultar incoherente con la modificación de la periodicidad, que pasa de ser anual a mensual, del suministro de información sobre cuentas y sobre los sistemas de gestión de cobros a los que se encuentran adheridos los empresarios y profesionales, y que ha sido incluida mediante el artículo 1, en relación con los artículos 2 y 3 bis del Decreto Foral 111/2008, de 23 de diciembre.
V.- CONCLUSIONES

El Proyecto de Decreto Foral incorpora un desarrollo reglamentario ajustado y proporcional, se adecúa al ordenamiento jurídico y se dicta dentro del marco competencial y de habilitación legal establecido en la normativa.

Lo anterior sin perjuicio de las observaciones que, en relación con los informes preceptivos, se contiene en la anterior consideración jurídica III, epígrafe 3.5.
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